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 ENMIENDAS QUE LA CONFEDERACIÓN SINDICAL DE COMISIONES 
OBRERAS Y LA CONFEDERACIÓN SINDICAL DE LA UNIÓN GENERAL DE 
TRABAJADORES PROPONEN A LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS,  
PARA PRESENTAR EN RELACIÓN CON LA PROPOSICIÓN DE LEY 
122/000015, DE MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 42.1 DEL ESTATUTO DE 
LOS TRABAJADORES PARA GARANTIZAR LA IGUALDAD EN LAS 
CONDICIONES LABORALES DE LOS TRABAJADORES 
SUBCONTRATADOS, PRESENTADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO 
SOCIALISTA. 

 

 

ENMIENDA  DE MODIFICACIÓN 

El artículo único queda redactado como sigue: 

Primero.-El artículo 42 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores,   
aprobada por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, queda 
redactado como sigue: 

Artículo 42. Contratación y subcontratación de obras y servicios 

1. A los efectos de lo establecido en el presente artículo, se entenderá: 

a) Por empresario principal, todo aquel empresario que encarga a otro la 
realización de una obra o servicio. Esta condición podrá concurrir en cualquier 
empresario, tal y como este se define en el artículo 1.2 de la presente Ley.  No 
tendrán la consideración de empresario principal el cabeza de familia, cuando 
la actividad contratada se refiera exclusivamente a la construcción o reparación 
de su vivienda. 

b) Por empresario contratista, todo aquel empresario que asuma con respecto 
al empresario principal la realización de la obra o servicio objeto del contrato. 

c) Por empresario subcontratista, todo aquel empresario que asume con 
respecto al empresario contratista u otro subcontratista la realización de todo o 
parte de la obra o servicio encomendada por el empresario principal al 
contratista. 

El empresario contratista o subcontratista habrá de contar con una estructura 
organizativa adecuada a su objeto social y para la realización de la obra o 
servicio objeto del contrato, debiendo acreditar una infraestructura de medios 
materiales y personales y organización estable que garantice una actividad 
empresarial propia. En la ejecución de la contrata o subcontrata, el empresario 
contratista o subcontratista ha de poner en servicio su propia estructura 
organizativa, ejerciendo el poder de dirección respecto de sus trabajadores. 
Caso contrario se entenderá que se incurre en la prohibición de cesión de 
trabajadores a la que se refiere el artículo 43 de esta Ley, con las 
consecuencias derivadas de ello. 
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d) El objeto del contrato de obra o servicios entre las empresas no puede tener 
como elemento esencial, la aportación de mano de obra y debe tener 
autonomía y sustantividad propia.  

El contrato podrá ser de cualquier naturaleza, tanto civil, mercantil como 
administrativo y debe formalizarse siempre por escrito, si bien la omisión de la 
forma escrita no eximirá de las obligaciones y responsabilidades previstas en el 
presente artículo y disposiciones complementarias al mismo. 

e) Por propia actividad, todas aquellas actividades inherentes al objeto social 
de la empresa, así como aquellas necesarias para la organización y realización 
del trabajo, aunque no formen parte del ciclo productivo. 

Cuando la empresa que realiza el encargo sea una Administración pública, por 
propia actividad se entenderá todas aquellas actividades inherentes a las 
competencias que ejerzan y servicios que deban prestar, así como aquellas 
actividades complementarias necesarias para su cumplimiento. 

f) Por encadenamiento de contratos de obra o servicios de la propia actividad, 
cuando el empresario contratista o, en su caso subcontratista, subcontrate a su 
vez con otro,  la realización de todo o parte de la obra o servicio que  ha sido 
encomendada por el empresario principal. 

2. El empresario contratista que haya contratado con el principal la realización 
de obras o servicios de la propia actividad de éste, no podrá subcontratar todo 
o parte de la obra o servicio objeto del contrato sin el previo consentimiento del 
empresario principal, que deberá ser otorgado por escrito. Igual obligación 
tienen los demás empresarios de la cadena de subcontratación, que 
igualmente deberán obtener la autorización de los empresarios que le 
anteceden en la cadena.  

El incumplimiento de la obligación de obtener previo consentimiento no exonera 
de las obligaciones y responsabilidades previstas en el presente artículo y 
disposiciones complementarias al mismo. 

En ningún caso se podrá contratar, o en su caso subcontratar, la realización de 
obras o servicios que, en razón a la especial peligrosidad para la seguridad y la 
salud de las actividades y trabajo a desarrollar, se determinen 
reglamentariamente. 

3. Cuando el objeto de la obra o servicio contratado corresponda con la propia 
actividad de la principal, a los trabajadores que prestan servicios en la contrata 
o subcontrata les será de aplicación el convenio colectivo aplicable a la 
empresa principal. De no corresponder con la propia actividad, el convenio 
colectivo de aplicación será el del sector de la actividad ejecutada en la 
contrata o subcontrata, ello sin perjuicio de la aplicación en ambos supuestos, 
del convenio de la empresa si lo hubiere, cuando en su conjunto sea más 
favorable o en ausencia de los convenios anteriores señalados.  

4. El empresario principal que contrate con otro la realización de obras o 
servicios de su propia actividad, deberá comprobar que el contratista está al 
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corriente de pago de las cuotas de la seguridad social. A tal efecto, dicho 
empresario, con una antelación  mínima de 30 días a la celebración del 
contrato, solicitará de la Tesorería General de la Seguridad Social una 
certificación negativa por descubiertos de la empresa contratista, que deberá 
ser  librada inexcusablemente en el plazo de 30 días improrrogables desde la 
solicitud En los supuestos de encadenamiento de contratas de la propia 
actividad, igual obligación tiene el empresario principal y el resto de los 
empresarios  de la cadena de subcontratación, con respecto a todos  los 
empresarios intervinientes en línea descendente. A tal efecto, el empresario 
contratista deberá informar puntualmente al empresario principal de cuantas 
subcontrataciones lleve a cabo, con identificación de la empresa subcontratista, 
del objeto y condiciones de la subcontrata.  

El empresario solicitante no responderá de las obligaciones en materia de 
Seguridad Social anteriores al inicio de la contrata o subcontrata, si la 
Tesorería General de la Seguridad Social no contesta en el plazo previsto o la 
certificación obtenida es negativa.  

5. En los supuestos de contratas y subcontratas de la propia actividad, el 
empresario principal responderá solidariamente de todas las obligaciones 
laborales y de Seguridad Social  contraídas  por el  empresario  contratista y 
así mismo, cuando se produce un  encadenamiento de contratos, por los 
empresarios  subcontratistas con sus trabajadores y con la Seguridad Social, 
incluyendo los compromisos de pensiones, en los términos previstos en su 
normativa específica, y, en general, cuantas obligaciones  en materia de 
protección social complementaria hubieran adquirido los empresarios 
contratistas y subcontratistas. 

Así mismo, en los encadenamientos de contratos, el empresario contratista y el 
subcontratista responderán con el mismo alcance que el empresario principal, 
de las obligaciones contraídas con sus trabajadores y con la Seguridad Social, 
por los  empresarios  intervinientes,  en sentido descendente,  en la  cadena de 
subcontratación. 

La responsabilidad solidaria prevista en los párrafos anteriores alcanza a las 
obligaciones nacidas durante la vigencia de los respectivos contratos de 
realización de obra o servicio, respecto de los trabajadores afectos a la 
ejecución de la contrata y subcontrata, y se mantiene mientras persista la 
obligación. El plazo para el ejercicio de las correspondientes acciones 
derivadas de dicha responsabilidad será el común regulado para cada una de 
ellas. 

Para las contratas de obras y servicios que no sean de la propia actividad, 
dichas responsabilidades tendrán el carácter de subsidiarias. 

6. Los trabajadores del contratista o subcontratista, sean o no de la propia 
actividad, deberán ser informados por escrito por su empresario de la identidad 
de la empresa principal para la cual estén prestando servicios en cada 
momento y de todas aquellas que le preceden en la cadena de 
subcontratación. Dicha información deberá facilitarse antes del inicio de la 
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respectiva prestación de servicios e incluirá el nombre o razón social de todos 
los empresarios intervinientes en la cadena de subcontratación, su domicilio  
social y su número de identificación fiscal. Asimismo, el contratista o 
subcontratista deberá informar de la identidad de la empresa principal y de 
todas aquellas que le preceden en la cadena de subcontratación a la Tesorería 
General de la Seguridad Social en los términos que reglamentariamente se 
determinen. 

7. Sin perjuicio de la información sobre previsiones en materia de 
subcontratación a la que se refiere el artículo 64. de esta Ley, cuando la 
empresa concierte un contrato de prestación de obras o servicios con una 
empresa contratista o subcontratista, sea o no de la propia actividad, deberá 
informar documentalmente a los representantes legales de sus trabajadores 
sobre los siguientes extremos: 

a) Nombre o razón social, domicilio y número de identificación fiscal de la 
empresa contratista o subcontratista. 

b) Objeto y duración de la contrata. 

c) Lugar de ejecución de la contrata. 

d) En su caso, número de trabajadores que serán ocupados por la contrata o 
subcontrata en el centro de trabajo de la empresa principal. 

e) Medidas previstas para la coordinación de actividades desde el punto de 
vista de la prevención de riesgos laborales. 

Cuando las empresas principal, contratista o subcontratista compartan de 
forma continuada un mismo centro de trabajo, la primera deberá disponer de un 
libro registro en el que se refleje la información anterior respecto de todas las 
empresas citadas. Dicho libro estará a disposición de los representantes 
legales de los trabajadores. 

8. La empresa contratista o subcontratista, sea o no de la propia actividad, 
deberá informar igualmente a los representantes legales de sus trabajadores, 
antes del inicio de la ejecución de la contrata, sobre los mismos extremos a que 
se refieren el apartado 6 anterior y las letras b) a e) del apartado 7». 

9. Los representantes legales de los trabajadores de la empresa principal, 
contratista y demás empresas intervinientes en la cadena de subcontratación, 
que compartan centro de trabajo, sean o no de la propia actividad, ejercerán 
una labor coordinada en materia de organización de trabajo, condiciones de 
empleo, vigilancia y control en el cumplimiento de la normativa laboral, de 
Seguridad Social y en materia de prevención de riesgos laborales, a cuyos 
efectos recibirán información de todas las empresas sobre dichas materias y 
dispondrán de los locales y tablones de anuncios previstos en el artículo 81 de 
esta Ley. 

Cuando los trabajadores de la empresa contratista, o de algunas de las 
empresas intervinientes en la cadena de subcontratación, carezcan de 
representantes legales, y mientras se mantenga esta situación, serán los 
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representantes de los trabajadores de la empresa principal quienes asuman su 
representación a efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, en cuyo caso su 
crédito horario pasará a ser el correspondiente al número de trabajadores que 
representen. 

 

Segundo.-Se propone la adicción de un nuevo apartado, el número 11,  al 
artículo 44 El de la Ley del Estatuto de los Trabajadores,  aprobada por el 
Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, con la siguiente 
redacción: 

 

11. La contratación por el empresario principal con una empresa contratista de  
la realización  de obras o servicios correspondientes a su  propia actividad, así 
como los posteriores cambios de contrata o subcontrata y el retorno a la propia 
empresa principal, no extinguirá por sí misma la relación laboral, quedando el 
nuevo empresario subrogado en los derechos y obligaciones laborales y de 
Seguridad Social del anterior,  en los términos y con las consecuencias 
previstas en los apartados anteriores. 

 

Tercero.- Se propone la adicción de un párrafo final al apartado 1.a) del  
artículo 15 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores,   aprobada por el 
Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, con la siguiente 
redacción: 

La contratación y subcontratación de obras y servicios por parte de la empresa, 
ya sea de naturaleza civil, mercantil o administrativa, en ningún caso constituye 
causa que justifique la celebración de esta modalidad contractual.  

 

Cuarto.- El artículo 81 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores,   
aprobada por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, queda 
redactado como sigue: 

Artículo 81. Locales y tablón de anuncios 

En las empresas o centros de trabajo, siempre que sus características lo 
permitan, se pondrá a disposición de los delegados de personal o del comité de 
empresa un local adecuado en el que puedan desarrollar sus actividades y 
comunicarse con los trabajadores, así como uno o varios tablones de anuncios. 
La representación legal de los trabajadores de las empresas contratistas y 
subcontratistas que compartan de forma continuada centro de trabajo podrán 
hacer uso de dichos locales y tablones de anuncios.  
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JUSTIFICACIÓN.- Garantizar los derechos de los trabajadores contratados y 
subcontratados, así como de los trabajadores que prestan sus servicios 
ejecutando actividades contratadas y subcontratas exigen actuar, no sólo en 
relación con el Artículo 42.1 del estatuto de los Trabajadores, sino también en 
relación con otros preceptos del mismo texto legar, el  44 para garantizar la 
subrogación, con el art. 15.1.a) para evitar que la ejecución de una contrata o 
subcontrata pueda justificar la realización de un contrato de obra y artículo 81 
para facilitar las funciones de los representantes de los trabajadores. 

Asimismo debe modificarse con mayor intensidad el propio artículo 42 para 
conseguir el objetivo pretendido por el proyecto de ley. 

 

 


